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RECONOCIMIENTO PENSIONAL / EXISTE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. De lo anterior se infiere que en el asunto sometido a estudio existe una controversia que no puede ser resuelta por el juez de tutela, puesto que la parte accionante asegura que debe reconocerse la prestación aunque no se cumplan los requisitos legales para ello, de acuerdo con lo que sobre el tema ha determinado el Tribunal Constitucional; en tanto COLPENSIONES asegura que no hay lugar a acceder a la pensión reclamada toda vez que no se acreditan las exigencias requeridas para ello. (…) Es claro por tanto que no se pueden obviar en su caso los trámites ordinarios para obtener las prerrogativas pensionales que a todas luces deben ser debatidas ante juez natural de la jurisdicción ordinaria, trámite en el que ambas partes tendrán la oportunidad de presentar las pruebas pertinentes, y ejercer plenamente el derecho de defensa y contradicción, para que luego de ello se determine a quién le asiste razón desde el punto de vista jurídico.
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               Hora: 2:45 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del señor JOSÉ HERNANDO CALLE PINZÓN frente al  fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de esta capital, con ocasión  de  la  acción de tutela instaurada contra la Administradora Colombiana de Pensiones -en adelante COLPENSIONES-. 
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el señor CALLE PINZÓN, por intermedio de apoderado, se pueden sintetizar así: (i) padece de “escoliosis, espondilopatia, fractura de múltiples dedos de la mano, gastritis crónica, lumbago con ciática, degeneraciones del disco intervertebral, gonartrosis primaria, síndrome de manguito rotatorio, trastorno depresivo recurrente y trastorno mixto de ansiedad y depresión”; (ii) en atención a esos diagnósticos la Junta Regional de Calificación de Invalidez le otorgó una pérdida de capacidad laboral del 50.89% con fecha de estructuración en agosto 11 de 2015; (iii) solicitó a COLPENSIONES el reconocimiento de la pensión de invalidez y mediante resolución SUB 15983 de marzo 22 de 2017 le fue negada debido a que no tiene aportes en los 3 años anteriores a la configuración de la invalidez, determinación que recurrió, y la apelación fue resuelta en forma desfavorable a sus intereses; (iv) en su historia laboral tiene en total 623 semanas, siendo su última cotización en marzo 31 de 2011, fecha desde la cual no pudo volver a emplearse por su condición física, ni continuar pagando como independiente, por lo que es injusto que no se le reconozca la prestación cuando sus aportes anteriores superan con creces los exigidos (v) hace referencia a la sentencia de T-143/13 en la que la Corte Constitucional indicó que en casos como este debe tenerse como fecha de estructuración el momento en el que hizo el último aporte, y en su caso presenta antecedentes patológicos desde el año 2009 por restricción de movilidad de columna dorsolumbar, deficiencia para la marcha y rotoescoliosis lumbar; y (vi) tiene 71 años de edad, es inválido, su situación familiar y económica es precaria porque no cuenta con ingresos para asegurar su mínimo vital, y depende de la ayuda de amigos y familiares, circunstancias que lo convierten en un sujeto de especial protección constitucional, y hace viable el amparo solicitado porque no podría soportar  las vicisitudes de un proceso ordinario para obtener su mesada pensional.

Con fundamento en lo anterior se pide la protección de los derechos fundamentales al mínimo vital, igualdad, seguridad social  y dignidad humana, vulnerados por COLPENSIONES; y, en consecuencia, se le ordene a dicha entidad reconocer y pagar la pensión de invalidez a partir de marzo 31 de 2011.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Admitida la demanda de tutela se corrió traslado a COLPENSIONES, la cual dio respuesta por intermedio de la Gerente de Defensa Judicial, y solicitó declarar improcedente la acción por existir otros medios de defensa judicial, y al haberse resuelto de fondo las peticiones elevadas mediante las resoluciones pertinentes, en las que se señalan las razones para negar la pretensión del tutelante, al no cumplir los requisitos exigidos por la ley para acceder a la misma.

Agrega que de estar inconforme con las decisiones adoptadas, debe agotar los procedimientos administrativos y no acudir a la acción de tutela en tanto ésta no procede para el reconocimiento de derechos laborales.

3.2- Dentro del término constitucional y legal (julio 19 de 2017) el juzgado de primer nivel profirió sentencia por medio de la cual declaró improcedente la acción, básicamente por estimar que el demandante cuenta con otros mecanismos de defensa judicial que resultan eficaces para la protección de los derechos que considera afectados.
4.- IMPUGNACIÓN

El apoderado del accionante se mostró inconforme con la determinación adoptada, y al efecto argumentó:
Si bien en el fallo se indicó que la acción de tutela no resulta ser el mecanismo idóneo para dirimir la controversia suscitada, considera que dicho planteamiento es errado porque el señor CALLE PINZÓN  pertenece al grupo de la tercera edad por tener 71 años de edad, y por ende es un sujeto de especial protección constitucional, a lo que se suma que se le determinó una discapacidad del 50.89%, y se encuentra en una situación económica y familiar realmente precaria.

Todos los anteriores aspectos lo ubican en una situación de debilidad manifiesta, con riesgo de sufrir un perjuicio irremediable; por tanto, la tutela si es el medio para obtener el reconocimiento de la pensión de invalidez.

Con  fundamento en lo expuesto pide revocar la decisión dictada en primera instancia, y conceder el amparo solicitado.
5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto declaró improcedente la acción interpuesta por el apoderado del señor JOSÉ HERNANDO CALLE PINZÓN. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De conformidad con las circunstancias fácticas planteadas por el apoderado del señor CALLE PINZÓN, se observa que su pretensión consiste en que se ordene a COLPENSIONES el pago de la pensión de invalidez a la que dice tener derecho y que la misma se haga efectiva a partir de marzo 31 de 2011, fecha esta en la que realizó su última cotización al Sistema General de Seguridad Social en pensión, con fundamento en lo que al respecto dispuso la Corte Constitucional en la sentencia T-143/13, ya que desde ese momento no pudo volver a trabajar en razón de su enfermedad ni aportar como independiente, y cuenta con un total de 623 semanas en su historia laboral.
De lo anterior se infiere que en el asunto sometido a estudio existe una controversia que no puede ser resuelta por el juez de tutela, puesto que la parte accionante asegura que debe reconocerse la prestación aunque no se cumplan los requisitos legales para ello, de acuerdo con lo que sobre el tema ha determinado el Tribunal Constitucional; en tanto COLPENSIONES asegura que no hay lugar a acceder a la pensión reclamada toda vez que no se acreditan las exigencias requeridas para ello.

Es pertinente aclarar que si bien en la sentencia referida por el profesional del derecho que representa los intereses del tutelante -T-143/13- y en muchos otros pronunciamientos el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional ha dispuesto que para efectos de la estructuración de la invalidez en aquellos eventos en que los actores padecen enfermedades congénitas, crónicas, degenerativas, catastróficas, terminales o progresivas, ante la falencia que existe para determinar con certeza la pérdida real o material de su capacidad laboral, se tengan en cuenta las semanas cotizadas con posterioridad a la fecha de estructuración, este en realidad no es el caso que aquí concita nuestra atención, porque es sabido que las semanas cotizadas por el actor muy por el contrario fueron anteriores a la fecha de estructuración y no posteriores a ella.

De igual forma, la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 se ha inclinado hacia la aplicación de condiciones más benéficas para los aportantes al Sistema de Seguridad Social en Salud en materia pensional, particularmente en lo atinente a la pensión de invalidez, en el sentido que puede aplicarse cualquier normativa anterior a la que se encuentra vigente en el momento que se causa el derecho, pero ocurre que dicha situación tampoco se presenta en el asunto sometido a estudio. 

Como bien lo indicó la falladora de primer nivel, la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judicial, salvo que se use como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, a consecuencia de lo cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse para evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley, ni presentarse de forma concurrente. Al respecto, la H. Corte Constitucional en sentencia T-629 de 2008 expresó: 

“[…] 4.2 Partiendo del principio de subsidiariedad que caracteriza a la acción de tutela, la procedencia de esta vía judicial excepcional está supeditada al agotamiento previo de las otras vías judiciales ordinarias con que cuente el interesado, y que sólo ante la inexistencia o inoperancia de esas vías judiciales, es posible acudir a la acción constitucional para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.
 
“El sentido de la norma es el de subrayar el carácter supletorio del mecanismo, es decir, que la acción de tutela como mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales debe ser entendida como un instrumento integrado al ordenamiento jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo para proteger instantánea y objetivamente el que aparece vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en los casos señalados por la ley, a través de una valoración que siempre se hace en concreto, tomando en consideración las circunstancias del caso y la situación de la persona, eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”.[...]” (negrillas fuera de texto).

Es claro por tanto que no se pueden obviar en su caso los trámites ordinarios para obtener las prerrogativas pensionales que a todas luces deben ser debatidas ante juez natural de la jurisdicción ordinaria, trámite en el que ambas partes tendrán la oportunidad de presentar las pruebas pertinentes, y ejercer plenamente el derecho de defensa y contradicción, para que luego de ello se determine a quién le asiste razón desde el punto de vista jurídico.
Si bien por parte del recurrente se indica que el señor CALLLE PINZÓN es un sujeto de especial protección constitucional en razón de su edad, su condición de salud y su situación económica, por lo que al no otorgársele la pensión de invalidez se le causaría un perjuicio irremediable, para la Sala ello se trata de una mera enunciación sin efectos atendibles. Así lo decimos porque el hecho de ser una persona de la tercera edad, y tener una discapacidad del 50.89%, no son circunstancias que por sí solas demuestren un perjuicio irremediable o el riesgo de sufrirlo, y mucho menos que no pueda esperar a que se defina el proceso ordinario respectivo. Sus padecimientos no son de una extrema gravedad y no se demostró siquiera sumariamente que no cuenta con ingresos económicos o familiares que velen por su sostenimiento, es decir, una situación sumamente grave que amerite la intervención del juez constitucional, y por ello la controversia debe plantearse ante la jurisdicción ordinaria, conforme lo ya anotado.
En esos términos se considera que la providencia adoptada por la funcionaria de primer nivel se encuentra ajustada a derecho, y se procederá por tanto a su confirmación.

6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia proferida por el Juzgado Séptimo Penal del Circuito de Pereira, objeto de impugnación.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriada la sentencia, se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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